En la ciudad de San Salvador de Jujuy, Provincia de Jujuy, a los un días del mes de noviembre del año dos mil doce, los Señores Vocales del Superior Tribunal de Justicia, Dres. Sergio Ricardo González, Clara D. L. de Falcone, José Manuel del Campo, Sergio Marcelo Jenefes y, por habilitación, María Virginia Paganini, bajo la presidencia del primero de los nombrados, vieron el Expte. Nº 7993/11, caratulado: “Recurso de inconstitucionalidad interpuesto en el Expte. Nº 11.310/10 (Sala II – Cámara de Apelaciones Civil y Comercial) Incidente de revisión promovido por Banco de la Provincia de Buenos Aires en Expte. Nº A-06426/99: Quiebra de Ingenio La Esperanza S.A. solicitada por Empresa Los Tilianes I.C.y F.S.A.” y agregado Nº 8023/11.

El Dr. González dijo:

El Juzgado de la Quiebra del Ingenio La Esperanza hizo lugar parcialmente al recurso de revisión interpuesto por el Banco de la Provincia de Buenos Aires (fs. 345/356), en mérito a lo cual admitió parcialmente el crédito insinuado en concepto de saldo deudor de cuenta corriente por $ 256.197,59 y el de prefinanciación de exportaciones por $ 595.108,25; impuso las costas en un 74% a cargo del Banco y el 26% restante a la fallida y reguló los honorarios profesionales.

En contra de esa resolución, el Dr. Ernesto Federico Hansen, en representación del Banco, articuló el recurso de apelación agregado a fs. 381/389 del principal, agraviándose por: a) la admisión sólo parcial del crédito, en tanto le fueron denegados los intereses devengados entre la fecha del concurso (03-11-95) y la declaración de quiebra (18-12-00); b) la imposición de costas y c) la regulación de los honorarios profesionales. Al tiempo de contestar el traslado que de ese recurso se le confiriera al Ingenio La Esperanza, su apoderado, el Dr. H. David Zamar, adhirió a él, planteando, por esa vía, su propia apelación (fs. 398/403) por los agravios que dijo provocaba a su parte lo resuelto en torno a los intereses y a la financiación de la deuda. Al contestarla, su contraria pidió su rechazo alegando inadmisibilidad formal bajo el argumento de que la adhesión sólo resulta procedente tratándose del recurso de apelación libre. No así, en el de relación.

El Juzgado concedió ambos y remitió los autos a la Cámara de Apelaciones, cuya Sala II los resolvió con el dictado de la sentencia que recurren, a través de sendos recursos de inconstitucionalidad, las dos partes.

Esa sentencia trata primero el recurso del Banco acreedor al que hace lugar parcialmente estableciendo que los intereses de los créditos verificados debían calcularse conforme la tasa activa del Banco de la Nación Argentina en sus operaciones de descuento de documentos desde la mora y hasta la declaración de la quiebra, intimó a la Sindicatura a calcularlos, difirió la regulación de los honorarios de la primera instancia para cuando se concretara la liquidación e impuso las costas a la fallida.

No trató, en cambio, los agravios del recurso promovido por el Dr. Zamar en representación del Ingenio, al que rechazó por inadmisible. Evocando doctrina que estimó predicable al caso y siguiendo sus precedentes, consideró que la facultad de adherir al recurso de apelación se limita a los supuestos en que ésta es libre. No, cuando lo es en relación, como en el caso de autos. Precisó que la adhesión debía interpretarse con criterio restrictivo y que no estaba contemplada ni en el Código Procesal de la Provincia ni en la ley 24.522 para el recurso en relación.

Disconformes también con esa sentencia, ambas partes promueven los recursos de inconstitucionalidad cuyo tratamiento nos convoca.

Habré de abordar, ante todo, el primer agravio en el que funda la fallida su recurso (fs. 17/23), porque de su suerte dependerá la pertinencia de dar trato a los de su contraria.

En su postura, el razonamiento por el que el ad-quem resolvió la improcedencia de su adhesión al recurso, se asienta en un análisis que prescinde del derecho aplicable. Sostiene que el art. 226 del C.P.C. –que trata el recurso de apelación en relación- prevé que, salvo en los tópicos que enuncia, le son aplicables las normas de la apelación libre. Entre éstas, la del art. 223 del C.P.C. autoriza expresamente, sin ninguna restricción ni limitación, la posibilidad de adherir. Precisa que el segundo párrafo del art. 226 dispone que serán “aplicables subsidiariamente a este recurso (el de apelación en relación) las normas establecidas en la apelación libre…” de lo que infiere que la remisión es incondicional salvo en el único tópico en el que expresamente la norma establece lo contrario. Concretamente, cuando impide la presentación de documentos y posiciones en la alzada.

Así pues, la posibilidad de adherir ejercida por su parte resulta del juego de remisiones del que surge el carácter amplio e integral del instituto. Califica de dogmática la apreciación del Tribunal en cuanto atribuye carácter restrictivo a la adhesión a la apelación, argumentando que ello no encuentra apoyo en las disposiciones del rito. Pero aún cuando así se lo interpretara restrictivamente, no es dable abrogar el remedio procesal con ese argumento, pues la ley lo autoriza expresamente.

En concreto, postula que el fallo es contrario a lo que prescriben los arts. 223 y 226 del C.P.C., se asienta en fundamentos dogmáticos, transgrede el régimen republicano de gobierno y resulta, por todo ello, arbitrario. Advierte que la Sala I de la Cámara de Apelaciones sostiene criterio opuesto al de la Sala II que aquí cuestiona.

Expone, después, los agravios que el fallo le provoca en cuanto a la cuestión de fondo.

A fs. 108/113 el Dr. Ernesto Federico Hansen, en representación del Banco de la Provincia de Buenos Aires, contestó el reseñado recurso. Alega su improcedencia por la seriedad y solvencia del fallo cuestionado. Los argumentos de su contraria –en su apreciación- sólo expresan la mera disconformidad con lo resuelto. Cita precedente de este Tribunal que entiende abona su postura restrictiva a la adhesión. Comparte con el ad-quem el carácter excepcional que la caracteriza, pues la regla manda que el recurso se articule en tiempo oportuno. Lo contrario –agrega- importaría conferir a la parte una segunda oportunidad de cuestionar lo que ha consentido. Evoca el principio de preclusión y el de la cosa juzgada.

Trata, seguidamente, los demás agravios expresados por su contraria y pide, en concreto, se rechace el recurso que contesta, con costas.

Consentida la integración del Tribunal que se diera a conocer a fs. 118, pasaron los autos a la Fiscalía General para dictamen. Lo pronunció la Sra. Fiscal General Adjunta quien, en punto a la cuestión reseñada, propicia el rechazo del recurso. Considera inobjetables los fundamentos de la Sala para declarar inadmisible el recurso del Dr. Zamar postulando, al igual que el ad-quem, que la adhesión a la apelación sólo es procedente tratándose del recurso de apelación libre. Se pronuncia luego por la admisión del recurso del acreedor.

Traídos los autos al acuerdo, corresponde sin más pronunciarnos.

Previo a todo, destaco que el precedente de este Tribunal que cita el Dr. Hansen en apoyo de su postura (L.A. 52 Fº 2227/2229 Nº 792, cuyo primer voto –al que adhirieron mis pares- emití) no fijó criterio sobre este tópico. Antes bien, dejó expresamente consignado que no era objeto de tratamiento por cuanto la recurrente no había formulado agravio al respecto, no obstante que el fallo entonces recurrido –al igual que el que aquí analizamos- se había pronunciado por la improcedencia de la adhesión al recurso de apelación en relación.

Expresado aquí el agravio con la precisión con que lo hace el Dr. Zamar, corresponde, ahora sí, expedirnos al respecto.

Encuentro razón al quejoso pues considero que, al limitar la adhesión en los términos expuestos, la sentencia se aparta del derecho aplicable incurriendo en arbitrariedad con mengua de la garantía de defensa y debido proceso del afectado.

En efecto, el recurso de apelación en relación está tratado en nuestro Código Procesal Civil en el art. 226, cuyo segundo párrafo establece que le son aplicables subsidiariamente las normas establecidas para la apelación libre. La única limitación que la misma norma prevé es el impedimento para admitir documentos y posiciones. No hay ninguna otra. Siendo así, bien invoca el recurrente el principio que establece que si la ley no impone límites, no puede hacerlo el juzgador.

Esta interpretación -que considero es la ajustada a la letra de la ley- es la que también respeta –a mi criterio- la intención que la anima. Es que al anotar la norma del art. 226, precisó el siempre preclaro Codificador Dr. Snopek que consideraba “innecesario establecer reglas especiales sobre la apelación en relación”. Y ello así porque en su ideario, “este tipo de apelación no es, en principio, más que una apelación abreviada”.

Con ello digo que, salvo en cuanto al límite para agregar documentos y posiciones y –claro está- al distinto plazo para su interposición y traslado, la apelación en relación está gobernada por la misma preceptiva que la libre.

Precisamente porque el trámite legalmente previsto para ambos recursos de apelación no es sustancialmente distinto, también previó el Codificador que en el escrito de apelación en relación se expongan –al igual que en la libre- los respectivos agravios, concentrándose así los actos que en la legislación anterior se encontraban –sin razón alguna- desvinculados (de la nota al mismo artículo 226, en su segundo párrafo).

De tal modo, en tanto la ley adjetiva no evidencia diferencias sustanciales en el trámite previsto para ambas apelaciones y la remisión prevista en el art. 226 no tiene más límites que el señalado (inadmisibilidad de documentos y posiciones en la segunda instancia), no se advierte la razón para establecerla y reducir sólo a una de ellas (la libre) la posibilidad de adhesión.

En la legislación comparada, los códigos procesales de Santa Fe, Córdoba y Mendoza, admiten la adhesión para ambos tipos de apelación. El de Santa Fe incluso, lo hace por remisión del art. 379 al 367. El de Córdoba la prevé sin distingo alguno en su art. 372 y el de Mendoza, si bien sólo la admite para la apelación libre, prevé tal limitación de manera expresa en el último párrafo del art. 142 que reza: “En el trámite de la apelación abreviada no procederá adhesión al recurso ni ofrecimiento ni producción de prueba”.

De ello coligo que, encontrándose normativamente contemplada la adhesión a la apelación y no habiendo previsión expresa que la reduzca a una sola de sus dos variantes, debe entenderse viable para ambas.

Es cierto que la doctrina y jurisprudencia mayoritaria postulan que la adhesión al recurso debe interpretarse restrictivamente. Mas con ello se ha señalado, ante todo, que no puede tener lugar en aquellos ordenamientos en los que no está prevista. No es nuestro caso. Pero aún si se entendiera que también para establecer los recaudos para su procedencia la interpretación debe ser estricta, coincido con el recurrente en cuanto afirma que la disquisición no tiene cabida en el punto que tratamos porque la remisión del art. 226 a la preceptiva del 223 torna aplicable, al recurso de apelación en relación, la adhesión que prevé para la libre.

Por último, considero no predicable, en nuestro ámbito, el requisito al que alude Loutayf Ranea (con cita de Acosta) en el párrafo de su obra que transcribe la sentencia recurrida. Tal autor postula que la adhesión sólo es procedente en la apelación libre “atento a que en los códigos que admiten el instituto se exige que la adhesión se formule al contestar agravios”. Luego, en tanto nuestro código procesal civil (art. 226), al igual que el de Santa Fe y el de Córdoba, sí prevén el traslado del recurso de apelación en relación, la justificación que da razón a esa conclusión se desvanece (cfr. Víctor De Santo, Tratado de los Recursos, Tomo I ed. Universidad, Bs.As. 2004 pág. 323).

En definitiva y para resumir, considero que en la oportunidad de contestar el traslado del recurso de apelación en relación que prevé el art. 226 del C.P.C., puede la recurrida adherir a él, tal como hizo el Dr. Zamar, en representación del Ingenio La Esperanza, en esta causa. La sentencia que, con fundamento en contrario, lo rechazó por inadmisible exhibe, a mi juicio, la arbitrariedad que justifica el recurso de inconstitucionalidad que tratamos.

Ahora, en tanto los agravios llevados a consideración del ad-quem por el Dr. Zamar no fueron tratados en la Alzada y están indisolublemente vinculados a los de su contraria de modo que no admiten tratamiento disociado ni, menos aún, diferido, corresponde sin más revocar la sentencia aquí recurrida en todos sus términos y mandar que la Sala I de la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial, en tanto subrogante de la II, dicte nuevo pronunciamiento que resuelva ambos.

De compartir mis pares este criterio, estimo que las costas de esta instancia generadas por el recurso articulado por la fallida que aquí se admite deberán imponerse al Banco de la Provincia de Buenos Aires en su condición de vencido (art. 102, primer párrafo, del C.P.C.). Las generadas por el recurso de éste, en cambio, deberán distribuirse por el orden causado, ya que la falta de pronunciamiento a su respecto, no permite atribuir, a ninguna de las partes, rol de vencido o de vencedor.

La regulación de los honorarios profesionales por la labor generada en esta instancia deberá diferirse para cuando exista base que permita practicarla.

Tal es mi voto.

Los Dres. de Falcone, del Campo, Jenefes y Paganini, adhieren al voto que antecede.

Por lo expuesto, el Superior Tribunal de Justicia,

Resuelve:

1. Hacer lugar al recurso de inconstitucionalidad promovido por el Dr. H. David Zamar en representación del Ingenio La Esperanza S.A. y, en su mérito, revocar en todos sus términos la sentencia dictada por la Sala II de la Cámara de Apelaciones Civil y Comercial el quince de diciembre de dos mil ocho.

2. Remitir los autos a la Sala I de la misma Cámara, para que dicte nuevo pronunciamiento que resuelva los recursos de apelación promovidos por ambas partes.

3. Imponer las costas del recurso promovido por el Ingenio La Esperanza al Banco de la Provincia de Buenos Aires, y las generadas por el recurso de éste, por el orden causado.

4. Diferir la regulación de los honorarios profesionales.

5. Registrar, agregar copia en autos y notificar por cédula.

Firmado: Dr. Sergio Ricardo González, Dra. Clara Aurora De Langhe de Falcone, Dr. José Manuel del Campo, Dr. Sergio Marcelo Jenefes, Dra. María Virginia Paganini (Habilitada).

Ante mí: Dra. Alejandra María Luz Caballero – Secretaria Relatora.

